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ciclo en el arto 24.1 c.E. en este punto, al imponer a los órganos judiciales
el deber de resolver siempre sobre las pretensiones que se les formulen,
pudiendo unicamente desestimarlas por motivos fonnales· cuando el
defecto fuere insubsanable o no se subsanase por el proeedi.-rniento
díspuesto en las leyes.

3. En el caso que nos ocupa -considera la Audiencia que es requisito
indispensable para la admisión de los recursos de apelación en materia
de arrendamientos urbanos, cuando el que los interpone es el inquilino,
que se acompañen los documentos acreditativos de haber satisfecho el
pago de las rentas vencidas, hasta tal punto que, si el recurrente no
cumple dicha obligación, el recurso interpuesto carece de un requisíto
esencial y su admisión constituye un acto nulo por contrario a la ley. Si
se ha dejado transcurrir el término concedido para la interposición sin
subsanar dicha omisión -señala-, entra en juego el arto 408 de la LE.C,
disposición de orden público a la que han de atenerse los Tribunales y
los litigantes, de tal suerte que ·si un Juez admite indebidamente una
apelación, aunque el apelado haya consentido su admisión como ocurre
en el presente supuesto. y aunque se hubiera sustanciado parte de la
alzada, el Tribunal deberá declarar ejecutjva la resolución apelada tan
pronto como advierta la referida inobsetvancia, que en el caso de la
propia Audiencia fue en el momento de dietar sentencia.

Sin emb~o. teniendo en cuenta las consideraciones efectuadas en el
fundamento Jurídico anterior, es preciso concluir que la resolución
judicial recurrida fue excesivamente formalista y rigurosa y no optó por
una interpretación del art. 148.2 de la L.A.U., conforme a la Constitu·
ción, favorable al ejercicio del derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva en su verttente de acceso al sistema de recursos v, concreta-
mente, al del recurso de apelación. .
< Es cierto que el tenor literal del mencionado precepto permite una
mterpretación automática que lleva a considerar inescindibles la exigen­
cia del pago o consignación de las rentas y su acreditación, y que esta
interpretación literal conduce a la inadmisi6n del recurso de apelación
en que no se haya acreditado dicho extremo en el momento de
interponerlo. Pero, de acuerdo con la doctrina anteriormente expuesta,
debe prevalecer una interpretación teleológica o finalista de dicha norma
que tenga presente el sentido de las formas en el proceso y no convierta
en obstáculo insalvable el incumplimiento involuntario y no malicioso
de requisitos formales, siempre y cuando tales omisiones no impidan la
buena marcha del prOCeSó fu afecten a la finalidad perseguida por el
legislador, que es la de asegurar los intereses del arrendador que ha
obtenido una sentencia favorable, evitando que el proceso arrendaticio
-y el derecho del arrendatario a acceder al sistema de recursos
legalmente establecido- sea instrumentalizado, como una maniobra
dilatoria, en claro perjuicio de la contraparte.

En este sentido puede compartirse la argumentación aducida por el
Ministerio Fiscal, cuando sostiene que la finalidad cautelar del art. 148.2
de la L.A.U. y la legitima salvlWlaJ"dia de los intereses del arrendador
se aseguran, en realidad. con ef hecho del pago ....que es un requisito
esencial e insubsanable para el acceso al recurso-, mientras que la
acreditación del mismo constituye un simple requisito formal, cuya
omisión debe permitir el Juez Que ~ subsanada.

6017 Sala Segunda. Sentencía 47/1989. de 21 de febrero.
Recurso de amparo 172/1987. Contra Resolución áellNSS
y Sentencia del Tribunal Central de Trabajo, denegatorias
ambas de la pretensión del recurrente de integrarse en la
plantilla de dicha Entidad. Vulneración del derecho a la
tutela por interpretación. lesiva al derecho, del cómputo del
plazo de prescripción.

4- Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
Glona Begué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura, don
Fernando Gartia:Mon y. Go~-Regue~, don Carlos de la Vega
Benayas, don Jesus Leguina Villa y don Lws López Guerra, Magistra~
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el rcc;urso de amparo núm. 172/87, promovido por don Víctor
Manuel Bodipo Tango, representado por el Procurador de los Tribunales
don ~edro A. González Sánchez, y asistido de la Letrada doña Yolanda
M~mezAlonso, contra Resolución del Instituto Nacional de Seguridad
Social de 7 de agosto de 1984 y contra la Selitencia del Tribunal Central
de. ~ra~jo <?e 1 de dici~mbre de 1986. Ha comparecido, además del
Mtmsteno Fl~l, el Insututo Nacional de la Seguridad Social. Ha sido
Ponente el Mag¡strado don Jesús Leguina Villa, quien expresa el parecer
de la Sala.

l. ADteeedentes

1. Don Victor Manuel Bodipo Tango presentó el día 12 de febrero
de 19~7 escrito ante este Tribunal en el que manifestaba su voluntad de
recurnr en amparo frente a la Sentencia del Tribunal Central de Tra~jo
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Esta diferencia resulta decisiva en el presente caso, en que nos
hallamos ante la resolución de un contrato de arrendamiento por causa
de necesidad, y no fundada en el impago de las rentas, y en el que cabe
presumir que existe una afirmación tácita de que las mismas fueron
devengadas, ya que no hay referencia alguna en el proceso al incumpli­
miento de la obligación de pagar.

En efecto, en el juicio de cognición las partes no discutieron este
extremo ytado hace suponer que los pa~s venían produciéndose con
normalidad. Así, una vez dictada Sentencta, el demandado, en su escrito
de 18 de mayo de 1987, por el que se solicita la prórroga del plazo
concedido para efectuar el desalojo, acredita estar al corriente en el pago
de la renta" figurando en las actuaciones el recibo correspondiente al mes
de abril Como también figura la consignación del importe de la
mensualidad correspondiente al mes de mayo, consecuencia de no
encontrarse en su casa el actual demandante de amparo en el momento
de pasarle al cobro el recibo, sin Que ~steriormente exista alusión
alguna a que los pagos no siguieran realizándose pacíficamente.

Cabe, ciertamente, pensar que la representación del recurrente, en
razón de la pericia técnica que requiere la defensa. debió conocer que el
requisito de la acreditación del pago ha de cumplirse siempre («en todos
los procesos» dice el arto 148.2 de la LA.U.) y con independencia de la
causa de resolución del contrato.J.. según exige, además, reiterada jurispru­
dencia del Tribunal Supremo. rero ello no es óbice para estimar que la
Audiencia debió, por la misma naturaleza del defecto, permitir su
subsanación, antes de impedir al recurrente, cerrándole el acceso al
recurso de apelación, el ejercicio del derecho comprendido en el art 24.1
de la noma fundamental.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidído

Otorgar el amparo solicitado por la Procuradora de los Tribunales
doña Gemma Martín Varela, en nombre y representación de don Pedro
López Sembona, y en consecuencia:

Primero.-Declarar la nulidad de la Sentencia de 22 de diciembre de
1986 de la Audiencia PrOvincial de Albacete, dietada en el recurso de
apelación núm. 84/86.

Segundo.-Retrotraer las actuaciones al momento anterior al de dietar
sentencia, a fin de que el órgano judicial conceda al recurrente la
posibilidad de subsanar el defecto advertido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiuno de febrero de mil novecientos ochenta
y nueve.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fernando Gar·
cía-Mon y GonzáJez-Regueral.-earlos de la Vega Benayas.-JesÚs
Leguina ViIla.-Luis lópez Guerra.-Finnados y rubricados.

(en adelante. TCT) de 1 de diciembre de J986, por presunta yulneraclon
de los arts. 13, 14, 23 y 24 de la Constitución; y en el que solicitaba, a
tal efecto, nombramiento de Procurador por el turno de oficio, por
encontrarse en la situación legal de pobreza. Por escrito que tuvo
entrada en este Tribunal el día 12 de marzo de 1987, amplió su petición
al nombramiento de Abogado por el turno de oficio, alegando que habia
omitido involuntariamente esa cuestión en su solicitud inicial.

2. Mediante providencia de 11 de marzo de 1987, la Sección
acuerda tener por inteJ'puesto recurso de amparo, y manda liberar el
oportuno desJ?8cho para la designación de Abogado y Procurador por ei
tumo de ofioo. Mediante providencia de 1 de abril de !987 acuerda
tener por recibidos los correspondíentes despachos de los Colegíos de
Abogados y de Procuradores, con la oportuna designación, y conceder
un plazo de veinte días al Letrado designado en primer lugar. para la
formalización de la demanda de amparo.

3. Con fecha de 5 de mayo de 1987, y dentro del plazo marcado al
efecto, fue presentada demanda de amparo frente a la Sentencia del TCT
de 1 de diciembre de 1986, y frente a la Resolución de la Subdirección
General de Personal del Instituto Nacional de la Seguridad Social (en
adelante, INSS) de 7 de agosto de 1984. En ella se hacía constar que el
demandante, natural de Guinea Ecuatorial y con nacionalidad española
desde 1978, babía ingresado el día 1 de mayo de 1968 en el Instituto de
Seguridad Social (INSESO) o Caja de Seguridad Social de Guinea
(SE8OGUI), en calidad de oficial administrativo, cuando ese país era
aún provincia española (Ley 16/1959 y normas complementarias).
Autorizada la independencia de Guinea por la Ley 49/1 %8. de 27 de
julio (y concedida después por el Decreto 2467(1968, de 9 de octubre),
el personal del antiguo SESQOUI quedó adscnto al Instituto Nacional
de Previsión (INP), antecedente del actual INSS, por Decreto
1869/1968, de 27 de julio, y otras normas de aplicación al caso. Pese a
esa integración, y por la imposibilidad material de abandonar Guinea en
aquellos momentos, el demandante siguió prestando servicios en ~l
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INSESQ hasta 1975, año en que se trasladó a España. Poco después le
fue concedida la nacionalidad española, por Orden Ministerial de 24 de
mayo de 1978.

Con fecha de 2 de enero de 1984 el demandante solicitó la
integración en la escala administrativa del INSS. al amparo del Decreto
1869/1968. La solicitud fue rechazada por resolución administrativa de
7 de agosto de 1984, por haber transcurrido en exceso el plazo de quince
años que establece el arL 1.964 del Códi$o Civil para la prescripción de
las acciones. Agotada la vía administratlva, el demandante acudió a la
jurisdicción laboral. Su demanda fue estimada por la Sentencia de 21 de
junio de 1985, de Magistratura de Trabajo numo 6 de Madrid, dictada
en autos 1.359/84, que consideró que el plazo de prescripción debía
computarse a partir de la concesión de la nacionalidad española. Esta
resolución judicial fue revocada más tarde por la Sentencia del TCf de
l de diciembre de 1986, que entendió que en el momento de la solicitud
había transcurrido el plazo de prescripción, aceptando así ia posición del
lNSS,

4. Contra esta Sentencia, y contra la anterior resolución administra­
tiva, se interpone recurso de amparo, por presunta violación de los arts.
14, 23 Y 24 de la Constitución. Entiende el demandante que en estas
resoluciones se le concede un trato discriminatorio frente a otras
personas que, en su misma situación, solicitaron el ingreso en otras
Entidades y Organismos de la Administración española, ya las que se
les computó el plazo de prescripción de la acción correspondiente desde
la obtención de la nacionalidad española, puesto que antes de~ fecha
no podían ejercitar los derechos que les había reconocido la legislación.

Alega, a estos efectos' que la Sentencia impugnada y, de manera
implícita, también la resolución administrativa previa, ha lesionado el
arto 14 de la Constitución en relación con el arto 23.2 del mismo texto
normativo, ya que la Administración española ha integrado, antes y
después del 4 de enero de 1984, a otras personas en idénticas
circunstancias. Y ello porque, en esos otros casos, ha entendido que el
plazo de prescripción de quince años establecido en el art. 1.964 del
Código CIvil debía computarse (de acuerdo con el art. 1.969 del propio
Código Civil) a partir del momento en que el derecho a la integracIón
pudiera ejercitarse, que no era otro que el momento de la concesión de
la nacionalidad española. A juicio del demandante, esta posición sería
la correcta, puesto que, como dijo la Sentencia del Tribunal Supremo de
25 de enero de 1962 (R.A. 562), la prescripción no comienza a correr
hasta que no desaparece la imposibilidad de ejercitar el derecho
correspondiente, imposibilidad que puede nacer de la ley o de una
situación de fuerza mayor. la aplicaCión del arto 1.969 del Código Civil
en aquellos casos y no en el suyo, constituiría una lesión del principio
de igualdad ante la ley Y de igualdad en la aplicación de la ley, y, en
concreto, del derecho a acceder a las funciones y cargos públicos en
condiciones de igualdad.

La Sentencia impugnada también habría lesionado, a juicio del
demandante, el derecho a la tutela judicial efectiva. Y ello porque el
órgano judicial que entendió del asunto habría exi$ido al demandante,
para la protección de sus derechos, una condición de imposible
cumplimiento, cual era el ejercicio de la acción- de integración desde la
entrada en vigor de la Ley 59/1967, sobre incorporación del personal
que trabajaba en Guinea en la Administración española; siendo así que
ello le estaba impedido material y legalmente, puesto que ni pudo
abandonar Guinea, por causas contrarias a su voluntad (enraizadas en
la situación política originada tras su independencia), ni tenía la
nacionalidad española, como era preceptivo. Al exigir el cumplimiento
de condiciones de imposible acreditación, el Ter estaría obstaculizando
el ejercicio de los derechos y lesionando el derecho a la tutela judicial
efectiva.

5. Mediante providencia de 3 de junio de 1987,la Sección tiene por
recibido el escrito presentado por el Procurador señor González San­
chez, y concede un plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y al
solicitante de amparo para que aleguen lo que estimen pertinente sobre
la posible inadmisión del recurso de amparo, por carencia manifiesta de
contenido que justifique una decisión del Tribunal Constitucional sobre
el fondo del asunto.

El Ministerio Fiscal presenta sus alegaciones con fecha 19 de junio
de 1987. En eUas {>Qne de relieve que el actor, pudiendo hacerlo, no
había solicitado la tntegraeión en el INSS durante el período compren­
dido entre el 24 de mayo de 1978 y el 2 de enero de 1984, lo cual podía
suponer la pérdida de sus derechos, por la incidencia, primero, del arto
83 de la ley de Contratos de Trabajo y, más tarde, del arto 59 del
Estatuto de los Trabajadores. .Añade que la Sentencia impugnada está
jurídicamente fundada y carece de arbitrariedad. y que el actor no había
acreditado fehacientemente la existencia de un término de comparación
adecuado. Por todo ello, solicita la inadmisión del recurso de amparo.

El solicitante de amparo presenta sus alegaciones con fecha 20 de
junio de 1987. Insiste en Que en su caso se habia lesionado el principio
de igualdad en la aplicación de la ley, puesto que a otras personas que
estaban en su misma situación se les había computado el plazo para el
ejercicio del derecho de integración desde que pudieron ejercitarlo, de
acuerdo con el arto 1.969 del Código Civil. Se reafinna, asimismo, en la
supuesta lesión del derecho a la tutela judicial efectiva, desde el
momento en que el Ter le imponia una condición de imposibl:::

cumplimiento, puesto que iniciaba el cómputo del plazo de prescripción
en una fecha en la que el derecho no podía ser ejercitado. Por esas
razones, termina su escrito solicitando la admisión a trámite del recurso,
citando en apoyo de sus tesis diversas Sentencias de este Tribunal.

6. Por providencia de ID de noviembre de 1987 la Sección acuerda
la admisión a trámite del recurso y, a tenor de lo dis{luesto en el arto 51
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, reqUIere atentamente al
Tribunal ('...entral de Trabajo y a Magistratura de Trabajo núm. 6 de
Madrid para que en el plazo de diez días remitan testimonio de las
actuaciones anteriores y emplacen a quienes fueron parte en el proceso
previo, con excepción del recurrente, para que en el plazo de dIez días
puedan comparecer en este proceso constitucional.

7. Con fecha 1 de febrero de 1988 se recibe escrito de don Carlos
de Zulueta Cebrian, en representación del Instituto Nacional de Seguri­
dad Social, por el que solicita que se le tenga por personado y parte en
el proceso y que se entiendan con el mismo las sucesivas diligencias.

8. Con fecha 22 de febrero de 1988 la Sección acuerda tener por
recibidas las actuaciones previas, tener por personado y parte al señor
Zulueta Cebrian en nombre del Instituto Nacional de Seguridad Social,
y, a tenor de lo dispuesto en el arto 52 de la Ley Orgánica de este
Tribunal, dar vista de las actuaciones del presente recurso al Ministerio
Fiscal y a los Procuradores señores González Sánchez y Zulueta Cebrián
para que dentro del plazo común de veinte días aleguen lo que estimen
pertinente.

9. Con fecha 18 de marzo de 1988 se reciben las alegaciones del
demandante de amparo. En ellas manifiesta que la Ley 59/1967, de 22
de julio, está siendo aplicada a otras personas (como las que expresa­
mente se citan), todas ellas antiguos empleados y funcionarios de la
antigua provincia de Guinea Ecuatorial, a los que se ha integrado en
diferentes Cuerpos y Escalas de la Administración española, lo que
demuestra que no se consideraban prescritos sus efectos. Aduce también
que los términos prescriptivos de derechos, como el recogido en el 3rt.
1.964 del Código Civil, no pueden aplicarse -arbitrariamente por la
Administración, pues ello iría en contra de los arts. 9.°, 2, 9.°, 3, 14 y
23.2 de la Constitución. Por otra parte, alega el demandante que el
derecho a la tutela judicial efectiva mcluye el derecho a una resolución
jurídicamente fundada, DO alejada de lo razonable y del sentido común,
requisitos que no cumple la resolución que puso fin a su reclamación,
pues no puede iniciarse el cómputo del plazo de prescripción en 1967
cuando ·hasta el 22 de julio de 1975 no pudo abandonar Guinea
Ecuatorial y, por tanto, le era imposible el ejercicio de sus derechos.
Además, hasta 1978 no adquirió la nacionalidad española, necesaria
para optar a la plaza pretendida. De ahí que la resolución judicial
impugnada incurra en el absurdo y suponga una aplicación irracional del
Derecho. Por todo ello se solicita Sentencia estimatoria de la demanda.

10. Con fecha 22 de marzo de 1988 se recibe el escrito de
alegaciones del Ministerio Fiscal. Tras una detallada exposición de los
antecedentes y de los hechos declarados probados por los órganos
judiciales, se aduce que el demandante no aporta término de compara­
ción para la Sentencia del Ter, órgano al que debe imputarse la desi$uaJ
aplicación de la ley, lo cual excluye que se haya vulnerado el prinCipio
de igualdad reconocido en el art. 14 de la CODstiw¡;ión. Respecto de la
alegada vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, alega el
Ministerio Fiscal que la interpretación efectuada por el Ter es en exceso
rigorista,olvidando que el actor no pudo ejercitar su derecho hasta que
pudo abandonar Guinea Ecuatorial, por lo que sólo desde ese momento
podría iniciarse el cómputo del plazo de prescripción, máxime cuando
las normas exigen la nacionalidad española para integrarse en la plantilla
de las Entidades Gestoras de Seguridad Social, y esa condición no la
cumplía el actor en la fecha en la que la resolución judicial inicia el
cómputo. Por todo ello el Ministerio Fiscal solicita la estimación del
amparo, por lesión del arto 24.1 de la Constitución.

1J. Con fecha 22 de marzo de 1988 se reciben las alegaciones del
señor Zulueta Cebrián en nombre del Instituto Nacional de Seguridad
Social. En ellas se pone de relieve, en primer término, que el deman­
dante no ofrece término de comparación adecuado para hacer visible la
alegada violación del arto J4 de la Constitución, pues se limita a hacer
un juicio de desigualdad en abstracto, sin que los supuestos alegados
estén suficientemente probados. En cuanto a la pretendida violación del
art. 24.1 de la Constitución, alega esta parte que el demandante tuvo
acceso a la jurisdicción y pudo defender ante la misma sus intereses en
la forma que estimó pertinente, concluyendo el proceso con una
resolución suficientemente razonada en aplicación de la legalidad. Por
ello se estima que el demandante pretende con su recurso un juicio de
legalidad~ relativo a la manera de computar el plazo de prescripción,
cuestión ajena a la competencia del Tribunal Constitucional. En
atención a lo expuesto, se solicita la desestimación del recurso de
amparo.

12. Por providencia de ·13 de febrero de 1989 la Sala acuerda el día
20 siguiente para deliberación y fallo de la presente Sentencia.

n. Fundamentos jurídicos

l. El presente recurso de amparo se dirige conjuntamente contra la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 1 de diciembre de 1986 y
contra la Resolución del Instituto Nacional de Seguridad Social de 7 de
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agosto de 1984, ambas denegatorias de la pretensión del demandante de
integrarse en la plantilla de dicha Entidad Gestora. El recurso se funda
en la presunta violación de los arts. 14, 23.2 y 24.1 de la Constitución,
en cuanto en ellos se reconoce, respectivamente, el principio de igualdad
en la aplicación de la ley, el derecho a la igualdad de trato en el acceso
a los cargos y funciones püblicas y el derecho a la tutela judicial efectiva.
Estos son, en sinte~s, los términos en que se plantea .~ queja de amparo
y a ellos ha de ajustarse, por tanto, nuestro análISIs. Hacemos esta
precisión porque, aunque en el trámite de alegaciones el demandante
señala a~emás que l~s re~lucion~s impugnadas han ínfri~do también
el art. 9. de la Consutuclón, que Impone a los poderes públicos el deber
de PFom.over las condiciones de i$ualdad y de remover los obstáculos
que impIdan su plenitud. y garanuza la interdicción de la arbitrariedad
en la actuación de la Administración pública, tal alegato no puede ser
!o~do en consi~ración, no sólo porque se desvía del planteamiento
II.l1Clalmente sUSCltado en el escrito de demanda, sin-o también porque
glra alrededor de un precepto constitucional al que no alcanza la
protección del recurso de amparo.

2. l:a demanda de amparo se centra, en primer lugar, en la supuesta
vulneraClón del arto 14 de la Constitución, en relación con el art. 23.2
del propio texto constitucional. A este respecto, el demandante afirma
que ha sido objeto de un trato desigual, toda vez que, a diferencia de lo
ocurrido en otros Organismos o Administraciones públicas en supuestos
idénti~s al suy~, el In~tituto N~cional de Seguridad Soci~l ha denegado
su SOhCltud de mtegraclón adUCiendo que había transcurndo el plazo de
prescripción que, para el ejercicio de las aceiones personales que no
te~n establecido un ténn~noespecial, establece el art 1.964 del Código
Ctvd. El demandante admite que ese precepto puede ser aplicable a su
solicitud, pero entiende que el citado Instituto estaba obligado, en virtud
del principio de igualdad, a seguir la pauta marcada por el resto de las
A4m~nistraciones públicas, que no habían opuesto esa excepción. Alega
aSimismo el demandante que la vulneración de aquellos preceptos
constitucionales debe imputarse también a la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo ahora impugnada, dado que en dicha resolución
judicial no se reparó la lesión causada por el Instituto Nacional de
Seguridad Social,

Para un a?ecuado examen de estas alegaciones ha de tenerse en
cu~nt.a,.en pruner lugar, que ~l a.rt. 14 de la Constitución incluye el
pnnCIplO de Igualdad eu Jaaphcaetón de la ley por parte de los poderes
públicos y, en particulár,por parte de la Administración. No hay duda,
además, acerca de la estrecha conexión existente entre ese principio
general y lo dispuesto en el art. 23.2 de la propia Constitución en
relación con el acceso en condiciones de igualdad a las funciones y
cargos públicos, precepto éste que especifica en ese contexto el derecho
a la igualdad contemplado en el arto 14 de la ConsÚtución. Conviene
recordar también que, como ya declaró este Tribunal en su STC
75/1983, de 3 de agosto, el principio constitucional de igualdad no sólo
actúa en el momento del acceso a la función pública, sino también a 10
largo de la duración de la relación funcionarial, «de modo que los
ciudadanos no deben ser discrimínados para el empleo público o una
vez incorporados a la función pública». A la luz de esta doctrina
constituciona4la desigualdad de trato descrita por el demandante podría
afectar, en principio, tanto a uno como a -otro precepto constituciona~
puesto que se habría producido en el acceso a un puesto de trabajo de
carácter público.

~in ern~o, 13: diferen9a de u:ato que ahora se imputa al Instítuto
NaCional d~ ~dad SOCIal, denvada, según el demandante, de una
desigual aplicaCión de la ley, no ha supuesto vulneración ah!:una de esos
preceptos constitucionales. Con notoria reiteración ha atronado este
Tribunal que las quejas de amparo fundadas en una desigual aplicación
de la ley han de ofrecer un término de comparación adecuado que
permita comprobar si hubo o no diferencia de trato y si dicha dife·rencia
estuvo o no fundada en una causa que, por ser objetiva y razonable,
resulte jus1Í;ficada. .El demandante incumple ese presupuesto previo,
pues, aun SIendo Clerto que relata numerosos supuestos en los que, a
diferencia de su caso, se ha procedido a la integración del solicitante en
la Administración corres~ndiente,ninguno de los que invoca ha tenido
lugar en el seno de la EntIdad administrativaque denegó su petición, por
lo que no es posible imputar a' ésta la desigualdad que aquí se pretende
combatir.

De ello parece ser consciente el mismo demandante de amparo, y de
ahí, que pretenda llevar a la convicción de que la igualdad en la
aphcación de la ley ha de predicarse de la Administración pública en su
conjunto, como un todo unitario, de tal modo que no habría sido
discriminado por el Instituto Nacional de Seguridad Social, Entidad que
rechazó su solicitud, sino más bien por «la Administración española».
Pero esta tesis no puede ser acogida. La igualdad en la aplicación de la
ley dentro de la Administración, lo mismo que en el ámbito jurisdiccio·
nal. S<?lamente es predicable de las decisiones que tengan su origen en
un mismo órgano o Entidad. La Administración pública ejerce sus
funciones a través de una pluralidad de entes dotados de personalidad
jurídica y de autonomía de dirección y gestión, lo que obliga a entender
que el principio de igualdad en la aplicación de la ley haya de limitar sus
efectos a las resoluciones adoptadas dentro de un mismo ámbito de
organización y dirección y en virtud de un mismo poder de decisión. De
ahí que las resoluciones del Instituto Nacional de Seguridad Social sólo

puedan compararse con las que procedan de esa misma Entidad,
término de comparación ausente en las alegaciones del demandante de
amparo.

No debe olvidarse, por otra parte, que el demandante impu~ una
resolución administrativa confinnada finalmente por Sentencia Judicial,
y que, como reiteradamente ha sostenido este Tribunal, el cambio de
criterio administrativo carece de relevancia constitucional cuando éste
es confirmado por resoluciones de los Tribunales, que son los competen·
tes para realizar la interpretación y aplicación de la legalidad ordinaria,
sin que el precedente administrativo no sancionado pueda prevalecer
frente al que ha obtenido la fuerza que genera la sanción judicial (STC
73/1988, de ,21 de abril, entre otras muchas). Tampoco cabe, en fin,
apreciar lesión del principio de igualdad en la aplicación de la ley en la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo. Como advierten el Ministe­
rio Fiscal y la representación del Instituto Nacional de Seguridad Social,
personado aquí como parte q.emandada, el demandante no justifica de
ninguna forma esa pretendida lesión, pues no aporta el imprescindible
término de comparación; la demanda solamente alude a una Sentencia
del Tribunal Supremo en la que supuestamente se defiende un criterio
distinto al' de la resolución impugnada, pero aquella resolución judicial
no puede actuar ahora corno término de comparación, no sólo porque
procede de un órgano judicial distinto, sino también porque se ocupa de
un supuesto de hecho que no guarda la necesaria similitud con el que
aquí se nos presenta.

3. Descartada la presunta lesión del arto 14 de la Constitución,
procede examinar finalmente la queja deducida en relación con el
derecho a la tutela judicial efectiva. El demandante hace notar a este
propósito, y así se refleja en el correspondiente relato de hechos
probados, que no pudo abandonar Guinea Ecuatorial hasta el año 1975
Y que la nacionalIdad española le fue concedida por Orden de 24 de
mayo de 1978, motivos que le impidieron ejercitar antes de esta última
fecha los derechos que le reconocía el Decreto 1869/1968, de 27 de julio,
sobre integración en.la plantilla del ya desaparecido Instituto Nacional
de Previsión, sustituido luego por tI Instituto Nacional de Seguridad
SociaL Por esta razón. continúa el demandante, el cómputo del plazo de
prescripción previsto en el arto 1.964 del Código Civil para el ejercicio
de ese tipo de acciones (quince años) debió iniciarse desde el momento
en que pudo ejercitar aquellos derechos, y no desde la entrada en vigor
de aquella disposición reglamentaria, a diferencia de lo que resolvió la
citada Entidad gestora y áe lo que, confirmando esa resolución adminis·
trativa, entendió más tarde el Tribunal Central de Trabajo al revocar la
Sentencia de la Magistratura de Trabajo. A juicio del demandante, la
Sentencia del Tribunal ad quem exigió un comportamiento imposible y,
por ello, dejó de prestar la debida tutela judicial, vulnerando así el arto
24 de la Constitución. Esta posición es compartida por el Ministerio
Fiscal, el .cual aduce que la exigencia de una condición de imposible
cumplimiento y la estimación de la excepción de prescripción opuesta
por aquella Entidad gestora privaron injustificadamente al demandante
de amparo de una -resolución sobre el fondo del asunto, con la
consiguiente infracción del arto 24.1 de la Constitución.

Es notorio que no corresponde a este Tribunal indicar la interpreta~
ción que haya de darse a la legislación ordinaria, ni, en lo que ahora
importa, discernir el alcance de las normas que regulan los plazos de
prescripción en el ejercicio de los derechos y acciones, recogidas en los
arts. 1.964 y siguientes del Código Civil. Es ésa una tarea que el
ordenamiento atribuye en exclusiva a los Tribunales del orden jurisdic·
cional correspondiente. en este caso a los Tribunales laborales.' Pero ello
no es óbice para que, con ocasión de una queja de amparo, el Tribunal
Constitucional deba cuidar de que la interpretación sostenida por los
órganos judiciales no lesione los derechos fundamentales. en especial el
derecho a la tutela judicial efectiva; y ello porque su función de garante
supremo de tales derechos le obliga a procurar que las normas se
inte~ten de la manera más favorable para su ejercicio y plena
efectividad (STC 117/1987, de 8 de julio),

En el caso que ahora se nos. plantea es claro, corno aducen el
demandante y el Ministerio Fiscal, y así se desprende también de las
actuaciones previas, que el actor no pudo ejercitar su derecho hasta el
año 1978, en el que le fue concedida la nacionalidad española, cualidad
que, como reconoce el propio Tribunal Central de Trabajo, era requisito
inexcusable para solicitar su integración en el Instituto Nacional de
Seguridad Social, en los términos establecidos en el Decreto 1869/1968.
Siendo ello así, no puede aceptarse como razonable que el cómputo del
plazo de prescripción se iniCie a partir de la fecha de entrada en vi~or
de aquella norma reglamentaria, ya que esa interpretación hace matenal­
mente imposible el ejercicio del derecho sustantivo invocado por el
demandante. Es cierto que el derecho fundamental que, ex arto 24 de la
Constitución, todas las personas tienen a obtener la tutela judicial
efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e
intereses legítimos no prejuzga la interpretaCIón que haya de darse a las
reglas de la prescripción de derechos, pero sí exige que los plazos de esta
última se computen de tal forma que permitan a su titular el efectivo
ejercicio del derecho correspondiente, como ha venido entendiendo la
propia jurisdicción ordinaria (srs, Sala l.a, de JO de octubre de 1977)
y como ha propugnado este Tribunal en otros supuestos cercanos al que
aquí se plantea (STC 262/1988, de 22 de diciembre), puesto que de otro
modo aquel ejercicio podría quedar condicionado o impedido, como
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aquí ha ocurrido, por factores ajenos a la voluntad de su titular, con el
añadido de que, Sl así se entendiera, los órganos judiciales dejarían de
prestar la tutela que la constitución les encomienda.

FALW
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar el recurso de amparo presentado en nombre de don Víctor

Manuel Bodipo Tango y, en consecuencia, anular la Sentencia del

Tribunal Central de Trabajo de 1 de diciembre de 1986,' dietada en el
recurso de suplicación núm. 2.815/85, quedando firme la Sentencia de
la Magistratura de Trabajo núm. 6 de Madrid, de 21 de junio de 1985,
dictada en autos 1.359/84.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado»..

Dada en Madrid, a veintiuno de febrero de mil novecientos ochenta
y nueve.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Fcrnando Gar.
cía-Mon y GonzáJez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs
Leguina Vílla.-Luis López Guerra.-Finnado y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

,'o

-,

,";.

."'l,..".

vos contra el citado Decreto y la referida Orden. La Sentencia de la
Audiericia Territorial de Pamplona de 2 de junio de 1986 estimó el
recurso declarando el derecho de los recurrentes a ejercer sus funciones
en régimen de dedicación exclusiva, si bien negando la existencia de
vulneración del derecho fundamental a la igualdad ante la Ley.

d) Frente a esta Sentencia, la Diputación Foral de Navarra inter­
puso recurso de apelación que fue estimado por la Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo de 7 de febrero de 1987. revocatoria de
la anterior.

Con base en los anteriores hechos. los recurrentes suplican de este
Tribunal el reconocimiento de su derecho al régimen de dedicación
exclusiva, así como la anulación de la Sentencia de 7 de febrero de 1987
de la Sala Quinta del Tribunal Supremo, del Decreto Foral numo
212/1984, de la Orden Foral núm. 566/1984 y de las Nóminas
correspondientes del mes de octubre de 1984. Subsidiariamente, solici­
tan se retrotraigan las actuaCÍones al momento anterior al de dictar
Sentencia por el Trjbunal Supremo, a fin de que en ella se reconozca el
derecho de los recurrentes a ser indemnizados.

Alegan los demandantes la vulneración en las disposiciones, acto y
resolución impugnados, de los derechos reconocidos en los a.fts. 14 y
24.1 de la C.E. El derecho a la igualdad recogido en el primer precepto,
se entiende lesionado por el Decreto Foral 212/1984 y la Orden Foral
566/1984, por cuanto dichas Disposiciones han tratado de forma i~ual

a Quienes se encontraban en situaciones distintas. En tal sentIdo,
consideran. que el referido precepto constitucional.impide la igualdad de
tratamiento entre eUos mismos y los restantes funcionarios sanitarios;
pues mientras en lo Que a ellos respecta existe un régimen especial, que
se concreta en un haz de derecho adquiridos a la no exclusividad y unos
módulos económico-administrativos singulares, en los restantes funcio­
narios sanitarios no concurre tal r~men; y por ello la Adm!nistración
en respeto al principio de igualdad, mterpretado a sensu contrario, tenia
obligación de respetar tales derecho y por tanto la desigualdad de trato
juridico entre las distintas situaciones. La lesión del derecho a la tutela
judicial efectiva, se imputa por los recurrentes a la Sentencia de 7 de
febrero de 1987 dietada por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, por
incurrir, esta resoluci6njudicial, en desigualdad en la aplicación de la ley
e incongruencia. Así,la primera vulneración se habría producido porque
la citada Sentencia declaró la inexistencia. en el caso de los recurrentes,
de un derecho adquirido a la dedicación no exclusiva, apreciando tan
sólo una «peculiar. situaciófi») que -en su opinión- no se razona
suficientemente por el Tribunal. Con ello -continúan- la resolución
quiebra toda la doctrina del Tribunal Supremo sobre 105 derechos
adquiridos. de la que se reseñan algunas Sentencias como exponente.
Finalmente, la inconFUencia señalada se habría producido por los
siguientes motivos: Pnrnero, al ser la Sentencia impugnada incongruente
con otras Sentencias del Tribunal Supremo en las Que se definen los
derechos adquiridos; segundo, por inaplicación de la Disposición
adicional tercera, párrafo 2.0 de la WRAFNA; tercero, por inaplicación
delan. 14 C.E. y, por último. ·al haberse omitido en la resolución toda
alusión a una norma citada por los recurrentes (Acuerdo de 14 de
diciembre de 1980 de la Diputación Foral de Navarra) y no resolver
sobre la pretensión subsidiaria de indemnización planteada en la
demanda iniciadora del procedimiento contencioso.

3. Por providencia de 8 de abril de 1987, la Sección Tercera (Sala
Segunda) de este Tribunal acuerda admitir a trámite la demanda de
amparo formulada y requerir al Gobierno de Navarra, al Tribunal
Supremo y a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia
Territorial de Pamplona, para que en el plazo de diez días remitan
respectivamente testimonio del Decreto y Orden Foral impugnadas, del
recurso de apelación núm. 351/86 y de los recursos contencioso-­
administrativos núm. 183,438 Y440/85; interesándose al propio tiempo
se emplace a Quienes fueron parte en el mencionado procedimiento para
que en el plazo de diez días puedan comparecer en este proceso
constitucional.

4. Por providencia de 24 de junio de 1987, la Set;ción Tercera
acuerda tener por recibidas las actuaciones remitidas por el Gobierno de
Navarra, por el Tribunal Supremo y la Audiencia Territorial de
Pamplona. Asímismo se tiene por personado y parte al Letrado don José
Antonio Razquín Lizarraga, en nombre y representación del Gobierno
de Navarra. A tenor de lo dispuesto en el art.52 de la LOTC se concede

Sala Segunda. Seteneia 48/1989, de 21 de febrero. Recurso
de amparo 324/87, Contra diversos actos y disposiciones
del GolJierno Foral de Navarra, así como contra Sentencia
de la Sala Quinta del Tribunal Supremo, dictada
en recurso de apelación. Alega la vulneración de los
derechos a la igualdad y a la tutela efecth'a de Jueces y
Tribunales.

6018

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por doña
Gloria Begué Cantón, Presidenta, don Angel Latorre Segura, don
Fernando Garcia-Mon y González-Regueral, don Carlos de la Vega
Benayas. don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra, Magistra­
dos, ha pronunciado

l. Antecedentes

l. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 13 de marzo
de 1987, el Procurador de los Tribunales don Santos Gandarillas
Carmona, en nombre y representación de don José María Martín Eree
y otros, interpuso recurso de amparo contre el Decreto Foral núm.
212/1984, de 26 de septiembre, del Gobierno de Navarra por el que se
aprobó la plantilla orgánica provisional de la Administración de la
Comunidad Foral de Navarra y de sus Organismos Autónomos, contra
la Orden Foral numo 566/1984, de 25 de octubre, dictada en desarrollo
del Decreto anterior, nominas del mes de octubre de 1984, así t;omo,
finalmente. contra la Sentencia de 7 de febrero de 1987, dictada por la
Sala Quinta del Tribuna! Supremo en el recurso de apelación mimo
351/86, que revocó la de 2 de junio de 1986 de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de Pamplona.

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo son. en
síntesis, los siguientes:

a) Los recurrentes, funcionarios facultativos sanitarios superiores
del Hospital de Navarra, optaron, en vinud del Acuerdo, de la
Diputación Foral de Navarra de 10 de octubre de 1980, por el régimen
de dedicación no exclusiva, opción que les fue reconocida por Acuerdo
de 14 de noviembre de 1980.

b) El Decreto Foral 212/1984, por el Que se aprueba la plantilla
orgánica provisional de la Administración Foral de Navarra establece.
en su anexo, el desempeño de la función en régimen de dedicación
exclusiva por los ahora demandantes. Este Decreto y la Orden Foral
566/1984, que desarrolla aquél, fueron impugnadas en su día por los
recurrentes, tanto en reposición como por la vía establecida en la Ley
6211978. La Audiencia Territorial, el Sentencia de 25 de julio de 1985,
desestimó dichos recursos.

c) Con fechas 25 de octubre, 15 de noviembre y 11 de diciembre
de 1984, los recurrentes formularon recursos contencioso-administrati-

En el recurso de amparo núm. 324/87, interpuesto por el Procurador
de los Tribunales don Santos de Gandarillas Carmona, en nombre y
representación de don José Maria Martin Erce, don Pedro Julio
Fernández de la Fuente, don Juan Castro Muñoz, don Manuel Garcia
del Moral Payueta, doña Maria Martínez Vergara, don José Luis Redién
Barandiarán, don Francisco José Ezquieta Fernández, don José Luis
Lizaur Gomendio, don Telesforo Eduardo Gradién Astiz y doña Imelda
Lecumbem Uriz, asistido del Letrado don Pedro María Larumbe
Biurrum, contra el Decreto Foral núm. 212/1984, de 26 de septiembre.
del Gobierno de Navarra, Orden Foral núm. 566/1984, de 25 de octubre,
de desarrollo del anterior Decreto, Nóminas del mes de octubre de 1984
y Sentencia de 7 de febrero de 1987 dictada por la Sala Quinta del
Tribunal Supremo. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y la Comuni­
dad Foral de Navarra, representada y defendida por el Letrado don José
Antonio Razquín Lizarraga, y ha sido Ponente el Magistrado don
Fernando Garcia-Mon y González Regueral, quien expresa el parecer de
la Sala.


